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    ACTUACIONES 

 

EXP. NUM. 1970/2016-II 

 

Los Mochis, Ahome, Sinaloa. A 30 (treinta) de octubre de 2017 

(dos mil diecisiete) 

 

VISTO para resolver el presente juicio de nulidad número 

1970/2016-II, promovido por el (la) ciudadano (a) 

*********,   quien demando AL RECAUDADOR DE RENTAS 

DE LOS MOCHIS DEPENDIENTE DE LA DIRECCIÓN DE 

RECAUDACIÓN ADSCRITO A LA SUBSECRETARÍA DE 

INGRESOS DE LA SECRETARÍA ADMINISTRACIÓN Y 

FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SINALOA,   y; 

 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Que con fecha  11 (once) de julio de 2016 (dos mil 

dieciséis), compareció ante esta Sala Regional Zona Norte del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, el (la) 

ciudadano (a)  *********,  quien demando AL RECAUDADOR 

DE RENTAS DE LOS MOCHIS DEPENDIENTE DE LA 

DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN ADSCRITO A LA 

SUBSECRETARÍA DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE SINALOA,  por la nulidad de la resolución 

administrativa en su modalidad de requerimiento de multa 

administrativa impuesta al accionante, identificada con el 

número *********, de fecha siete de junio de dos mil 

dieciséis, mediante la cual se pretende cobrar la cantidad de 

********* por concepto de multa que impone el Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, más gastos y 

honorarios de ejecución. 
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2.- En fecha 11 (once) de enero de 2017 (dos mil 

diecisiete), se tuvo por admitida la demanda, y  por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las 

pruebas  ofrecidas por la parte actora  consistentes en la 

Documentales Públicas, Instrumental de Actuaciones y 

Presuncionales y se ordenó emplazar a la autoridad 

demandada. 

 

3.- En fecha 13 (trece) de mayo de 2017 (dos mil 

diecisiete),  se tuvo por contestada la demandada y  por 

ofrecidas, recibidas y desahogadas en razón de su propia 

naturaleza, las pruebas  ofrecidas por la parte actora  

consistentes en la Documentales Públicas, Instrumental de 

Actuaciones y Presuncionales.  

 

4.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 08 

(ocho) de septiembre de 2017 (dos mil diecisiete), se 

declaró cerrada la Instrucción,   quedando citado el juicio 

para oír resolución, y: 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del 

presente Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, 

fracción I, 22 y 23 fracción I,  de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa; 25, 30,   33 fracción I, 

38 fracción XI,  del Reglamento Interior del Tribunal de  Justicia 

Administrativa del Estado de Sinaloa.  

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la 

parte actora, a título de conceptos de nulidad y de la autoridad 

demandada a título de excepciones y defensas, este Juzgador 

omitirá su trascripción sin que por ello, de ser necesario deba 

pronunciarse a su estudio exhaustivo, al considerar que dicho 

actuar no constituye una omisión formal en la estructura de la 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 

 

3 

    ACTUACIONES 

 

presente sentencia acorde con lo preceptuado por el artículo 96 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, y  

que además, no representa fuente generadora de agravios a las 

partes del presente juicio.  

 

En su esencia, robustece lo anterior el contenido de la tesis 

jurisprudencial VI.2o. J/129, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 

1998, página 559, cuyo rubro y tenor literal es:   

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ 
OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que 

el Juez Federal no transcriba en su fallo los 
conceptos de violación expresados en la demanda, 

no implica que haya infringido disposiciones de la 
Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues 

no hay precepto alguno que establezca la obligación 

de llevar a cabo tal transcripción; además de que 
dicha omisión no deja en estado de indefensión al 

quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad 
para recurrir la resolución y alegar lo que estime 

pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad 
de la misma.” 

 
 

III.- Señalado lo anterior, acorde con lo establecido en la 

fracción I del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, este Resolutor procede a la fijación del acto 

impugnado, el cual lo constituye  la nulidad de la resolución 

administrativa en su modalidad de requerimiento de multa 

administrativa impuesta al accionante, identificada con el número 

*********, de fecha siete de junio de dos mil dieciséis, 

mediante la cual se pretende cobrar la cantidad de 

*********por concepto de multa que impone el Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, más gastos y 

honorarios de ejecución. 
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Enseguida advertido que el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio deben ser analizadas 

aún de oficio por la Sala, según lo dispuesto por los artículos 93, 

y 96 fracción II de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, en ese tenor, este Resolutor estima posible 

precisar que del estudio efectuado a las constancias procesales 

que integran los presentes autos, no se extraen elementos 

objetivos que tornen necesario pronunciamiento respectivo con 

relación a la posible actualización de alguna de las hipótesis 

normativas a que aluden los numerales 93  y 94 de la citada 

Legislación; en mérito de ello, estimándose satisfecha la 

exigencia que a la Sala le imponen los citados ordinales 93 y 96 

fracción II del enjuiciamiento de la materia; enseguida se 

pronunciará al estudio de los conceptos de nulidad externados 

por la parte actora, en observancia de lo previsto por la fracción 

III, del aludido artículo 96, del ordenamiento legal.  

 

IV.- Para cumplimentar el cometido propuesto, la Sala 

analizará en estricto orden procedimental los conceptos de 

anulación expuestos por el enjuiciante, por lo que se  iniciará con 

el estudio del primer concepto de nulidad, mediante el cual 

medularmente  el actor refiere que la autoridad que emite el 

requerimiento impugnado, fundamenta su facultad en el artículo 

64 del Reglamento Interior de la Secretaría de Administración y 

Finanzas, disposición legal que si bien contempla la figura del 

Recaudador de Rentas Municipal, no establece que habrá un 

Recaudador de Rentas en cada ciudad del Estado, por lo tanto, el 

C. Patricio Wilson Amador, quien se ostentó con el cargo de 

Recaudador de Rentas de Los Mochis, no tiene competencia para 

emitirlo, al contemplarse su cargo en dicho reglamento, ni 

conferirle facultad alguna al cargo con el que se ostenta. 

 
Al respecto, el representante legal de la autoridad 

demanda manifestó que es infundado el concepto de nulidad de 

referencia, puesto que el Colector de Rentas en los Mochis, 
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Ahome, Sinaloa, tiene competencia para emitir el requerimiento  

impugnado, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 64 y 

65 del reglamento mencionado. 

 
Es fundado el concepto de nulidad expuesto por la parte 

actora  en estudio, tomando en cuenta lo que a continuación se 

expone: 

   

 De conformidad con lo preceptuado por el artículo 89, 

fracción I y 96, fracción IV, ambos de la ley que rige a este 

órgano de impartición de Justicia, esta Sala Regional procede al 

estudio de las pruebas allegadas por la parte actora, 

particularmente del acto combatido, documento público que 

cuenta con valor probatorio pleno de acuerdo a lo previsto por la 

fracción I del numeral 89 de la Ley en cita.  

 

 Así las cosas, del documento en mención, se advierte que 

el C. Patricio Wilson Amador, se ostentó como Recaudador de 

Rentas de los Mochis, citando como fundamento de su actuación, 

entre otros, los artículos 73, fracción VII del Código Fiscal del 

Estado de Sinaloa, 88 de la Ley de Hacienda del Estado, y 64 y 

65, fracciones I, II, V y VI del Reglamento Interior de la 

Secretaría de Administración y finanzas, los cuales estatuyen: 

 

CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO: 

 

“ARTÍCULO 73. Son autoridades fiscales para efectos del 

presente Código y demás ordenamientos fiscales: (…) 

VII. Los Recaudadores de Rentas de la Entidad.” 

 

 

LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE SINALOA 

 

“ARTÍCULO 88. Las multas que impongan las autoridades 

judiciales y administrativas del Estado serán cobradas por la 

Oficina Recaudadora con jurisdicción en el lugar de residencia 

de la autoridad que la haya impuesto. Al efecto dicha 

autoridad comunicará, por oficio, a la Oficina Recaudadora 

correspondiente la imposición de la multa dentro de los tres 

días siguientes para que la haga efectiva. En el caso de que 

la autoridad que impuso la multa o su superior jerárquico o 

cualquiera otra autoridad competente ordene la suspensión 
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del procedimiento de cobro, la garantía del interés fiscal se 

otorgará ante la citada Oficina Recaudadora.” 

 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE 

ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS DEL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE SINALOA 

 

“ARTÍCULO 64.- En cada uno de los Municipios del 

Estado existirá una Administración de Recaudación, al 

frente de la cual estará un Recaudador de Rentas que 

fungirá como autoridad fiscal estatal competente en el 

ámbito territorial del municipio respectivo. 

 

Subordinados a la Administración de Recaudación del 

municipio correspondiente, podrán existir Colecturías 

de Recaudación y Oficinas Periféricas de Recaudación, 

ubicadas en las sedes que por acuerdo del Secretario 

se determine y al frente de cada cual estarán un 

Colector de Rentas a un Jefe de Oficina Periférica, 

respectivamente.” 

 

“ARTÍCULO 65.- Son atribuciones comunes de los 

Recaudadores de Rentas y Colectores de Rentas: 

I. Recibir los pagos que realicen los contribuyentes en la 

oficina recaudadora a su cargo; 

II. Imponer las sanciones aplicables por el incumplimiento de 

obligaciones fiscales, de conformidad con la normatividad 

establecida; (…) 

V. Requerir a los contribuyentes el cumplimiento de 

obligaciones omitidas, diligenciando las notificaciones en los 

términos del Código Fiscal aplicable, así como las que se 

deriven de los convenios o acuerdos celebrados con el 

Gobierno Federal por conducto de cualquiera de sus 

Secretarías, con cualquiera de los Municipios del Estado o con 

otra entidad federativa; 

VI. Realizar cobranza coactiva, aplicando el Procedimiento 

Administrativo de Ejecución para hacer efectivos créditos 

fiscales correspondientes a ingresos estatales a convenidos; 

(…)” 

 

 

De los preceptos anteriores, claramente se desprende que 

los Recaudadores de Rentas de la Entidad, son autoridades 

fiscales para efectos del Código Fiscal del Estado y demás 

ordenamientos fiscales; así también, que las multas que 

impongan las autoridades judiciales y administrativas del Estado 

serán cobradas por la Oficina Recaudadora con jurisdicción en el 

lugar de residencia de la autoridad que la haya impuesto; 

además, se infiere que en cada uno de los Municipios del Estado 

existirá una Administración de Recaudación, al frente de la cual 

estará un Recaudador de Rentas que fungirá como autoridad 

fiscal estatal competente en el ámbito territorial del municipio 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 

 

7 

    ACTUACIONES 

 

respectivo, y que subordinados a la Administración de 

Recaudación del Municipio correspondiente, podrán existir 

Colecturías de Recaudación y Oficinas Periféricas de 

Recaudación, ubicadas en las sedes que por acuerdo del 

Secretario se determine y al frente de cada cual estará un 

Colector de Rentas o un Jefe de Oficina Periférica, 

respectivamente, teniendo las atribuciones comunes referidas en 

el artículo 65 del referido reglamento, tanto los Recaudadores de 

Rentas como los Colectores en comento.  

 

Así las cosas, esta Sala Regional,  concluye que tomando 

en cuenta el artículo 64 del citado reglamento, así como de los 

diversos citados, no se abstrae que el Ciudadano Recaudador de 

Rentas de los Mochis, tenga competencia para emitir el 

requerimiento de pago impugnado, pues en todo caso, tal y 

como se refirió en el primer punto de consideraciones de esta 

resolución, así como lo indicado por la autoridad demandada en 

su contestación, al requerirse de pago una multa administrativa 

impuesta en la ciudad de Los Mochis, Ahome, Sinaloa, la 

autoridad que debió de emitir el referido acto de autoridad, es el 

Recaudador de Rentas de Ahome, o en su caso, el Colector 

de Rentas o  Jefe de la Oficina Periférica de la ciudad de los 

Mochis, Ahome, Sinaloa.  

 

Por lo tanto, el requerimiento de pago traído a juicio 

resulta ilegal, y por lo tanto, se actualiza la causal de nulidad 

prevista por el numeral 97, fracción I de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, siendo procedente 

declarar la nulidad lisa y llana del mismo,  de conformidad con lo 

establecido por el artículo 95, fracción II del mismo 

ordenamiento legal. 

 

Así las cosas, resulta innecesario llevar a cabo el estudio 

de los diversos conceptos de nulidad que hace valer la parte 

actora, toda vez que con el concepto que ocupo nuestro estudio 
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fue suficiente para decretar la nulidad del requerimiento  que se 

impugna, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 96, fracción III de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa. 

 

Resuelto lo anterior, este Juzgador advierte necesaria la 

siguiente precisión: Como queda de manifiesto de las constancias 

procesales que integran los presentes autos, en la especie nos 

encontramos en presencia de lo que doctrinal y procesalmente se 

denomina como juicio impugnativo, al que como característica 

principal lo distingue el que su sentencia, de estimar fundada la 

pretensión de los demandantes, se concretiza a nulificar el acto 

traído a juicio, sin constituir más derechos al particular o bien, 

precisar efectos de la misma, salvo en los casos en que la 

emisión del acto o resolución controvertida se hubiere originado 

de una instancia elevada por aquel. En dicho contexto, cuestión 

indubitada constituye que la anotada sentencia, no obstante 

declarar fundada la pretensión de los actores, no se encuadra 

dentro de las hipótesis previstas por el artículo 102 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, cuando en lo 

que interesa preconiza:  

 

ARTÍCULO 102. ……... La que favorezca a un particular y 
contenga una obligación de hacer o de condena, deberá 

comunicarse a la autoridad correspondiente dentro de los diez 
días hábiles siguientes a la fecha en que se declaró ejecutoriada 

la sentencia, previniéndola y conminándola a rendir un informe 
sobre su cumplimiento dentro de los quince días siguientes. (Ref. 
por Decreto 264, publicado en el P.O. No. 110 de fecha 14 de 

septiembre de 2011). 
 

 

La anterior consideración obedece a que, en criterio de la 

Sala, en el caso que nos ocupa no existe materia respecto de la 

cual las autoridades demandadas hubieren de pronunciarse en un 

pretendido informe de cumplimiento de sentencia, si se atiende a 

que, como quedó expuesto, en esta resolución se ha concluido la 

ilegalidad del acto impugnado y por consiguiente su 
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correspondiente declaratoria de nulidad, en los términos de lo 

dispuesto por los artículos 95, fracción II, y 96, fracción VI, 

ambos dispositivos de la Legislación que norma a la materia.    

 

            Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por la 

fracción VI el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, se;  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Ha procedido la acción intentada por el (la) 

ciudadano (a) *********, por propio derecho en 

consecuencia; 

 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad de la resolución 

administrativa requerimiento de multa administrativa impuesta 

al accionante, identificada con el número *********, de fecha 

siete de junio de dos mil dieciséis, mediante la cual se 

pretende cobrar la cantidad de *********por concepto de 

multa que impone el Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Sinaloa, más gastos y honorarios de ejecución; para 

los efectos precisados en el considerando IV de la presente 

resolución. 

 

TERCERO.- Se hace del conocimiento de las partes del 

presente proceso, que en contra de la presente resolución es 

procedente el recurso de revisión previsto en los artículos 112 

fracción V, 113 fracción V, 113 Bis, 114 y 114 Bis de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa.   

 

CUARTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la 

presente sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa; deberá en su 
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oportunidad ordenarse el archivo el presente expediente 

como asunto total y definitivamente concluido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.   

Así lo proveyó y firmó EL CIUDADANO LICENCIADO 

JOSÉ CLEMENTE TORRES GERMAN, Magistrado Instructor de 

la Sala Regional Zona Norte del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Sinaloa, con residencia en esta 

ciudad; de conformidad con el Acuerdo número 04. S.O. 

34/2009, dictado por la Sala Superior, en sesión Ordinaria 

número 34/2009 de fecha 16 (dieciséis) de octubre del  año dos 

mil nueve; en unión de la Licenciada Diana Cecilia Heredia 

Rodríguez, Secretario de  Acuerdos,  que actúa y da fe, con 

fundamento en los artículos 23 fracción I y 26 fracciones I y V, 

ambos de Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, así como los artículos  33 fracción I, 38 fracción V, XI,  

del Reglamento Interior del Tribunal de  Justicia Administrativa 

del Estado de Sinaloa. 

 

*ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 

Fundamento legal: Artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 

y 165 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del 

Estado de Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo 

Fracción I, Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo, 

tercero de los lineamientos generales en materia de clasificación y 

desclasificación de la información, así como la elaboración de versiones 

públicas.  

 

Herd/ 


